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RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

El Sr. Fernando Colón Santos (en adelante, “señor Colón 

Santos” o “peticionario”) solicita que revisemos la Resolución 

emitida el 19 de junio de 2018 por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Comerío (en adelante, “TPI”).1  

Mediante la misma, el TPI declaró no ha lugar la Moción de 

Sentencia Sumaria Parcial presentada por el peticionario.     

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

deniega la expedición del auto de certiorari. 

TRASFONDO PROCESAL 

El 28 de julio de 2017 la Sra. Carmen Delia Rivera Quiles 

(en adelante, “señora Rivera Quiles” o “recurrida”) presentó una 

demanda sobre daños y perjuicios en contra de Funeraria San 

                                                 
1 Notificada el 21 de junio de 2018. 
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Andrés, Inc., Funeraria San Andrés Barranquitas-Comerío (en 

conjunto, “la funeraria”), el señor Colón Santos, Sistema de Salud 

Menonita, Inc. y el Dr. Rubén Méndez Benabé, entre otros.  La 

demandante, quien se desempeñaba como mensajera, alegó que 

el 30 de julio de 2016 sufrió una caída mientras se encontraba en 

las facilidades de la funeraria. Al respecto, detalló que resbaló y 

cayó en la entrada del local debido a que el piso estaba mojado, 

lo que le ocasionó múltiples contusiones, así como una fractura de 

la pierna derecha a nivel de la rodilla.  Añadió que el accidente se 

debió a la exclusiva negligencia de los codemandados, quienes 

estaban en absoluto control del referido edificio. Con respecto al 

doctor Méndez Benabé, la demandante adujo que este respondía 

por proveer un diagnóstico y tratamiento médico incorrecto, 

apartado de las normas generalmente aceptadas en la práctica de 

la medicina.  En síntesis, la señora Rivera Quiles reclamó una 

suma de $1,000,000 por concepto de daños físicos; $200,000 por 

las angustias mentales; $3,000 por los gastos médicos y una 

cantidad no menor de $100,000 por concepto de gastos, costas y 

honorarios de abogados. 

Por su parte, el señor Colón Santos contestó la demanda 

oportunamente y negó la mayoría de las alegaciones.2  Como 

defensa afirmativa, esgrimió que no era propietario, arrendatario 

o persona con alguna obligación de brindarle mantenimiento al 

lugar donde alegadamente ocurrió el accidente, por lo que no le 

debía responder a la demandante. También le aclaró al foro 

primario que no comparecía en representación de la funeraria, 

porque a dicha entidad no se le había diligenciado el 

emplazamiento. 

                                                 
2 Del expediente surge que los demás codemandados también presentaron sus 

respectivas contestaciones a la demanda.  
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Luego de varios trámites, el señor Colón Santos presentó 

una Moción de Sentencia Sumaria Parcial.  En ella identificó como 

el único asunto en controversia el indagar si respondía por el 

accidente ocurrido en la funeraria, a pesar de que no era de su 

propiedad, ni poseía ningún deber de brindarle mantenimiento. 

Para sustentar su alegación, anejó a su petición una declaración 

jurada suya en la que reiteró sus fundamentos previos. 

Finalmente, le solicitó al TPI que dictara sentencia sumaria parcial 

desestimando la demanda en lo que a su persona atañía.  

Así las cosas, el 19 de junio de 2018 el TPI emitió la 

Resolución bajo nuestra consideración.  Según adelantamos, el 

foro a quo denegó la solicitud de sentencia sumaria presentada 

por el señor Colón Santos.  Sobre el particular, el foro recurrido 

determinó que la referida solicitud no cumplió con la Regla 36.2 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.2.  En específico, 

expresó que la declaración jurada asociada a la petición no 

controvertía de ninguna forma las alegaciones de la demanda de 

epígrafe. También expresó que estaba impedido de adjudicar 

credibilidad o elementos subjetivos de los hechos afirmados en 

esta, si no se evidenciaban de otro modo. 

En desacuerdo con el dictamen, el señor Colón Santos 

solicitó reconsideración el 6 de julio de 2018, pero la misma fue 

denegada por el TPI mediante Resolución emitida el 9 de julio del 

mismo año. 

Aun inconforme, el señor Colón Santos acudió en certiorari 

ante nosotros el 7 de agosto de 2018. En el mismo argumenta que 

el TPI erró: 
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…al declarar no ha lugar la moción de 
sentencia sumaria parcial, a pesar de que la 

declaración jurada sometida y del derecho 
aplicable surge que no hay controversia de que 

el peticionario no tiene control, custodia y 
mantenimiento del lugar donde alegadamente 

ocurrió el accidente descrito en la demanda. 
 

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

Con el fin de que podamos ejercer de una manera sabia y 

prudente nuestra facultad discrecional de entender o no en los 

méritos de los asuntos planteados mediante el recurso de 

certiorari, nuestros oficios se encuentran enmarcados en el 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B. La 

Regla 40 señala los criterios que debemos tomar en consideración 

al atender una solicitud de expedición de un auto de certiorari, a 

saber:    

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, 
son contrarios a derecho.      

   
B.  Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.      
   
C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad, o error 

craso y manifiesto en la apreciación de la 
prueba por el Tribunal de Primera Instancia.      

   
D.  Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos originales, 

los cuales deberán ser elevados, o de alegatos 
más elaborados.      

   
E.  Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 
consideración.  

   
F.  Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación indeseable 
en la solución final del litigio.      

   
G.  Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la 
justicia.       
   

Como vemos, el auto de certiorari constituye un vehículo 

procesal discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía 

revisar las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders et 

al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012); Pueblo v. Díaz de 
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León, 176 DPR 913, 917 (2009).  Descansa en la sana discreción 

del foro apelativo el expedir o no el auto solicitado. García v. 

Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).   

Según nos expresó el Tribunal Supremo, “el adecuado 

ejercicio de la discreción está inexorable e indefectiblemente 

atado al concepto de la razonabilidad”. García v. Asociación, 165 

DPR 311, 321 (2005).  A lo cual añadió que, la característica 

distintiva de este recurso se asienta en la discreción encomendada 

al tribunal revisor para autorizar su expedición y adjudicar sus 

méritos. IG Builders et al. v. BBVAPR, supra.   En ese sentido, 

resolvió que “los tribunales apelativos no debemos, con relación a 

determinaciones interlocutorias discrecionales procesales, 

sustituir nuestro criterio por el ejercicio de discreción del tribunal 

de instancia, salvo cuando dicho foro haya incurrido en 

arbitrariedad o craso abuso de discreción.”  Meléndez v. Caribbean 

Int’l. News, 151 DPR 649, 664-665 (2000).   Si la actuación del 

tribunal a quo no está desprovista de una base razonable ni 

perjudica los derechos sustanciales de una parte, lo lógico es que 

prevalezca el criterio del juez de instancia a quien le corresponde 

la dirección del proceso. Sierra v. Tribunal Superior, 81 DPR 554, 

572 (1959).  

Por otra parte, la sentencia sumaria es un mecanismo 

procesal que provee nuestro ordenamiento para propiciar la 

solución justa, rápida y económica para aquellos litigios de 

naturaleza civil en los que no existe una controversia genuina en 

torno a los hecho materiales que componen la causa de acción 

que se contempla. Roldán Flores v. M. Cuebas, Inc., 2018 TSPR 

18, 199 DPR ____ (2018); Rodríguez Méndez v. Laser Eye, 195 

DPR 769, 785 (2016).  En nuestro ordenamiento jurídico, la 

sentencia sumaria se rige por la Regla 36 de Procedimiento 
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Civil.  En particular, la Regla 36.1, 32 LPRA Ap. V, R. 36.1, 

establece que una parte que solicite un remedio podrá presentar 

una moción fundada en declaraciones juradas o en aquella 

evidencia que demuestre la inexistencia de una controversia 

sustancial de hechos esenciales y pertinentes para que el tribunal 

dicte sentencia sumariamente a su favor sobre la totalidad o 

cualquier parte de la reclamación solicitada.  A su vez, con el 

propósito de demostrar la inexistencia de hechos en controversia, 

la parte que promueve la disposición sumaria del pleito “viene 

obligada a desglosarlos en párrafos debidamente numerados y, 

para cada uno de ellos, especificar la página o párrafo de la 

declaración jurada u otra prueba admisible en evidencia que lo 

apoya”.  SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 432 

(2013); Regla 36.3 (a) (4) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.3 (a) (4). 

Cónsono con lo anterior, la parte que alega que no existe 

controversia sobre algún hecho material debe presentar junto a 

su solicitud algún documento en apoyo a dicho razonamiento.  Al 

respecto, el Tribunal Supremo ha indicado que “[e]n un 

procedimiento de sentencia sumaria las declaraciones juradas que 

contienen sólo conclusiones, sin hechos específicos que las 

apoyen, no tienen valor probatorio, siendo, por lo tanto, 

insuficientes para demostrar la existencia de lo que allí se 

concluye.” Ramos Pérez v. Univisión de PR, 178 DPR 200, 213 

(2010).  

Como se puede colegir, cuando no exista controversia en 

cuanto a los hechos materiales que motivaron el pleito, el tribunal 

podrá dictar sentencia sumariamente a favor de la parte que la 

solicita sin la necesidad de celebrar un juicio, pues solo restaría 

aplicar el derecho a los hechos no controvertidos. Oriental Bank 
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v. Perapi et al., 192 DPR 7, 25 (2014); SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, supra.  

Examinada la petición de certiorari de epígrafe, declinamos 

expedir el auto solicitado. No encontramos que el foro de instancia 

haya incurrido en error al dictar la Resolución que hoy revisamos, 

ni detectamos motivo alguno para intervenir con el ejercicio de la 

discreción que ejerciera el TPI en la causa que atendemos.  

Tampoco se nos ha convencido de que, al expedir el auto 

discrecional solicitado, contribuyamos a evitar un fracaso de la 

justicia. 

Ciertamente, la solicitud de sentencia sumaria parcial 

presentada por el peticionario no se ajusta a la normativa jurídica 

relacionada a este tipo de mecanismo procesal.  Primero, la 

declaración jurada anejada, prestada por el peticionario en 

beneficio propio, no resulta suficiente para controvertir los hechos 

alegados en la demanda. La misma se basa en conclusiones y 

alegaciones generalizadas, sin hechos específicos que le otorguen 

algún valor probatorio. Segundo, de la referida solicitud de 

sentencia sumaria no se desprenden las páginas o los párrafos de 

la declaración jurada en los cuales sustenta su alegación, en claro 

incumplimiento con la Regla 36.3 (a) (4) de Procedimiento Civil, 

supra. Lo anterior impidió al TPI el poder considerar en sus 

méritos la aludida solicitud.  

 En suma, en esta ocasión no encontramos ninguna de las 

causales por las cuales pudiéramos modificar la determinación 

discrecional de la jueza de instancia.  Procede continuar con los 

procedimientos de rigor. 
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DICTAMEN 

 Por los fundamentos expuestos, se DENIEGA la expedición 

del auto de certiorari solicitado. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 La Jueza Domínguez Irizarry disiente sin opinión escrita. 

 
 

 
   Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                 Secretaria del Tribunal 


